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PEREIRA - RISARALDA


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

SALA DE DECISIÓN LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
Pereira, noviembre diecinueve de dos mil nueve.
Acta Nº 0096 de nov. 19/09.

Hora: 11:15 a.m
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En la fecha y hora indicadas, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, se constituye en audiencia pública para resolver el recurso de apelación interpuesto por la apoderada judicial de la parte demandante contra la sentencia dictada por la señora Jueza Tercera Laboral del Circuito de esta capital, el 10 de julio de 2009, dentro del proceso ordinario que adelanta el señor GILDARDO COLORADO contra el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES.

La Sala en sesión previa revisó y aprobó el proyecto elaborado por el Magistrado Ponente, que corresponde a la siguiente,

SENTENCIA
Con la asesoria de mandataria judicial, pretende el actor que se declare que el ISS responsable del reconocimiento y pago de su pensión de vejez desde el 18 de junio del año 2006, fecha en la cual cumplió 60 años de edad y alcanzó 500 semanas de cotización en los últimos 20 años y, consecuentemente, pide que se condene al pago de la respectiva tasa prestacional más los intereses moratorios de que trata el artículo 141 de la Ley 100 de 1993 y las costas procesales. 

Se afincan tales pedidos en los hechos que a continuación se sintetizan:

El actor nació el 18 de junio de 1946, por lo tanto en la misma fecha de 2006 cumplió los 60 años de edad y para el 1º de abril de 1994 contaba con más de 40 años; que mientras laboró estuvo afiliado al ISS por los riesgos de invalidez vejez y muerte, por lo que solicitó el reconocimiento y pago de la pensión de vejez, la cual le fue negada a través de la Resolución 005754 del 13 de agosto de 2007 por considerar que no reunía el requisito de semanas cotizadas, quedando de esa manera agotada la reclamación administrativa. Que acudió nuevamente a la entidad demandada por cuanto consideraba que había reunido las exigencias de la norma enunciada para acceder a la pensión de vejez, siendo informado que su empleador se encontraba en mora en los pagos y por ello fue requerido por el Departamento Financiero y Fiscalización para que se pusiera al día llamado que fue atendido de manera oportuna por el patrono, efectuando los pagos correspondientes en el mes de septiembre de 2007 con los intereses de mora de acuerdo a la liquidación efectuada por dicha dependencia. 

El pretensor elevó derecho de petición a la entidad demandada el día 19 de agosto de 2008 con el fin de que tuvieran en cuenta los ciclos que fueron cancelados por su empleador, la cual fue atendida favorablemente, indicándosele que para que los mismos fueran reflejados en la historia laboral debía dirigirse al CAP de pensiones. Afirma que si bien es cierto el pago de esos ciclos fueron posteriores al cumplimiento de la edad, éstos deben ser tenidos en cuenta para otorgar el derecho a la pensión de vejez conforme al régimen de transición, pues de esta manera acredita un total de 510,85 semanas dentro de los veinte años anteriores a llegar a los 60 años de edad. 

Admitida la demanda por medio de auto fechado el 6 de noviembre de 2008, se ordenó correr el traslado del caso a la entidad demandada, quien debidamente notificada constituyó apoderado judicial dando respuesta a la demanda donde aceptó que el accionante nació el día 18 de junio de 1946,  que al 1º de abril de 1994 cumplía con más de 40 años de edad, que el pretensor prestó sus servicios en el sector privado y que fue afiliado al ISS donde canceló aportes para cubrir las contingencias de I.V.M (Invalidez, Vejez y Muerte) y lo atinente a la negativa por parte del ISS de reconocer la prestación, afirmando no constarle los demás. Se opuso a las pretensiones de la demanda y en consecuencia formuló como excepciones de mérito las que denominó “Inexistencia de la obligación demandada”, “Inexistencia de norma que reconozca el derecho al pago de intereses de mora”, “Prescripción”, “Falta de validez como prueba de la historia laboral presentada por la parte actora”, “Irretroactividad e irregularidad de los aportes efectuados al sistema de seguridad social” y la previa de “Falta de competencia por no ejercer la reclamación administrativa”.  

Continuando con el proceso, se celebró la audiencia de que trata el artículo 77 del Estatuto Procesal Laboral y de la Seguridad Social, declarándose superada la fase conciliatoria por cuanto no hubo disposición para ello; se corrió traslado de las excepciones propuestas,  declarándose no probada la excepción previa y  continuándose con el trámite de la audiencia, no se adoptaron medidas de saneamiento, se fijó el litigio y se decretaron las pruebas presentadas por las partes, de carácter documental allegadas al expediente en los escritos de demanda y contestación y la testimonial. 

Terminado el debate probatorio se dictó el fallo de primera instancia, en donde la a-quo deduce que el actor satisfizó el requisito de edad, pero no ocurre así con las semanas, pues los ciclos que se cancelaron en 2007, no pueden ser tenidos en cuenta, toda vez que fueron pagados por fuera de los 20 años anteriores al cumplimiento de la edad, por lo que termina negando con prestaciones. 

La decisión anterior fue objeto de apelación por parte de la procuradora judicial  de la parte demandante, quien la sustentó en debida forma y con los siguientes argumentos:

Manifiesta que la Jueza obvió por completo el lógico y sano entendimiento de las disposiciones legales aplicables, apartándose de su espíritu y dándole un sentido muy particular al artículo 12 del Acuerdo 049 de 1990, pues según su tesis, sólo es aplicable la norma contenida en el artículo 13 del Decreto 758 de 1990, se ha realizado por la justicia ordinaria laboral, apegándose exegéticamente al texto de la norma citada, para exigir una original pero inusual negación de los derechos prestacionales respaldados por el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, y los artículos 48 y 53 de la constitución. 

De acuerdo al nuevo criterio particular de la a-quo, en este asunto no es viable el reconocimiento de la pensión de vejez, apoyando la disposición legal de las 500 semanas en los últimos 20 años anteriores a la edad mínima, cuando el empleador moroso entra a suplir su negligencia con posterioridad a ese lapso, es decir, para el caso concreto, después del cumplimiento de los 60 años de edad, a pesar de evidenciarse que los ciclos dejados de pagar oportunamente por éste corresponden, sin lugar a reparos, a cotizaciones que se causaron en una fecha anterior al cumplimiento de la edad mínima. Destaca que la Jurisprudencia ha sido clara en señalar que los afiliados no son los llamados a soportar la carga del incumplimiento del empleador, en cuanto al pago de las aportes al sistema de seguridad social, máxime cuando –en el caso- el actor sólo se enteró de la mora cuando solicitó la pensión y le fue negada.  

Finalmente refiere que el ente de seguridad social, además, cuenta con la posibilidad de obtener coactivamente, el pago de los aportes en mora. 

Concedida la alzada, se remitieron las diligencias a esta Sala, donde se dispuso el trámite propio de la instancia.

Se dispone la Sala a resolver lo que corresponda, con base en las siguientes, 

CONSIDERACIONES
Competencia.

Esta Colegiatura es competente para decidir lo que corresponde en este asunto, ante la alzada propuesta por la togada que representa al actor, en virtud de los factores territorial y funcional.

Problema jurídico.

El debate que deberá resolver esta Sala, puede plantearse en la siguiente pregunta:

¿Es posible que los entes administradores del régimen de pensiones, aleguen mora patronal para negar la pensión de vejez de un afiliado?.

Para resolver esta inquietud, estima pertinente la Colegiatura iniciar por estudiar las obligaciones que incumben tanto a los empleadores como a los entes de seguridad social en materia de pensiones.

Respecto a lo empleadores, es precisó indicar que la Ley 100 de 1993 estableció en su artículo 22 que les incumbía básicamente: (i) consignar a los fondos el valor de su aporte y el de sus trabajadores en forma oportuna; (ii) descontar del salario de cada afiliado el porcentaje que, por ley, le corresponde pagar a éste y (iii) responder por la totalidad del aporte, aunque no haya efectuado el descuento al empleado.

Y aunque no se consignó expresamente en la referida norma, existe otra obligación que es anterior a las mencionadas y con la cual se presenta el fenómeno de la subrogación por parte del ente de la seguridad social. Dicha obligación no es otra distinta al deber de afiliar a sus trabajadores a al sistema de pensiones, la cual se deriva, de una forma tácita del artículo 15 de la obra legal que se viene citando, al establecer en dicho canon quienes son afiliados al sistema y en que condición.

La perentoria afiliación al sistema pensional, tiene como finalidad la de liberar al empleador de cubrir con su propio capital, los costos que ello acarrearía, las cuales deberán ser pagadas por los entes de la seguridad social que, con el pago de las cotizaciones se subrogan en su lugar y, cumplidos ciertos presupuestos, otorgan la garantía pensional. Si no se presenta la afiliación, la consecuencia obvia debe ser que no se dé la referida relevación y deba el patrono encargarse de cubrir las prestaciones económicas respectivas, consecuencia que se establece legalmente en el artículo 41 del acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 de la misma anualidad, que a tenor literal establece:

“El Instituto será responsable de las prestaciones de que trata el Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte a partir de la afiliación, en los términos contemplados en el presente Reglamento.

Cuando un patrono no afilie a un trabajador deberá otorgarle las prestaciones que le hubiere cubierto el ISS en el caso de que lo hubiere afiliado” (destacado de la Sala).

Por su parte, al ente de seguridad social le incumbe como obligaciones en el sistema pensional, aunque no estén expresamente señaladas, las de captar las cotizaciones de sus afiliados y otorgar las prestaciones que con tales aporten se generen, de conformidad con la ley. Así mismo, según se puede extractar del artículo 24 de la Ley 100 de 1993, otra obligación que se radicó en cabeza de las administradoras de pensiones, consiste en el despliegue, por parte de estas, de las acciones de cobro respectivas, en aquellos casos en los cuales se presenta mora en el pago de aportes.
Lo anterior da pie para establecer una diferencia notoria entre la falta de afiliación y la mora del empleador en el cumplimiento de sus obligaciones de cancelar a los fondos el monto del respectivo aporte. 

En efecto, el tratamiento de una y otra situación debe ser diferente, pues en la mora existe ya la afiliación y, por tanto, ha operado la subrogación, correspondiendo al Fondo Pensional desplegar los trámites necesarios para obtener del empleador incumplido el pago de los aportes, tal como lo establece el artículo ya mencionado, en el cual se dotó a dichas entidades de las facultades de cobro coactivo, dándole incluso, valor de titulo ejecutivo a las liquidaciones que al efecto hagan.

Si la entidad de seguridad social no ha hecho uso de la facultad de cobrar coactivamente los aportes atrasados, la consecuencia ha de ser que se haga responsable de la prestación pensional causada, teniendo en cuenta aquellos períodos de mora.

Así lo ha establecido recientemente la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, valiéndose entre otros, de los siguientes argumentos:

“1.-Para la Corte, la relación triangular que existe entre las entidades que administran el Sistema de Seguridad Social Integral, los empleadores, y los trabajadores afiliados a aquellas, si bien guarda una intima y estrecha conexidad, que impone obligaciones recíprocas para que dicho Sistema opere y cumpla sus objetivos resulta menester deslindar las responsabilidades que a cada uno les compete, frente al incumplimiento de las aludidas obligaciones. En el punto analizado ello es indispensable, pues la asunción del riesgo que se contrata con las Administradoras del Sistema, no fue condicionado por la ley al pago real o recaudo efectivo de los aportes, porque de ser así, ello iría en perjuicio del trabajador afiliado o de sus beneficiarios, máxime cuando la misma entidad ha sido renuente al cobro de los dineros en retardo.
 
2.-En el marco de las obligaciones que le incumben al empleador frente a sus trabajadores, y que atañen con la seguridad social, se encuentra el de la afiliación de sus servidores a los regímenes previstos en la Ley 100 de 1993 (salud, pensiones y riesgos), así como trasladar a las entidades que los administran y en el término previsto legalmente, los dineros correspondientes a los aportes, previo el descuento de las nóminas y en la proporción señalada en ley. 

A su vez, las entidades que administran el Sistema, además de la obligación de asumir el pago de las prestaciones que amparan, está la de hacer efectivo el cobro de aportes, para lo cual cuentan con los instrumentos legales, pues la responsabilidad del recaudo es de su resorte, conforme lo disponen los artículos 177 y 178 de la ley 100 de 1993, en salud; artículo 24 de la Ley 100 de 1993, en pensiones; y artículo 80 literal c) del Decreto 1295 de 1994, en riesgos profesionales.

    
Bajo la anterior premisa, si la entidad que administra el Sistema elude su responsabilidad de recaudar los aportes, al no acudir a los mecanismos legales para su cobro efectivo, no le asiste legitimación para oponerse a asumir el riesgo asegurado, y de esa manera sacar provecho de su propio incuria en detrimento del afiliado.    

  

3.-Es conveniente precisar que la mora en el pago de los aportes no puede ser imputable al trabajador afiliado, pero en cambio si al empleador y/o a la administradora del Sistema, el primero por la dilación u omisión manifiesta en cumplir con la obligación que asumió, y la segunda, por no ejercer las acciones o procedimientos que la ley le brinda para hacer efectivo el cobro de los aportes. De ahí que esa responsabilidad debe desatarse y decidirse sin perjuicio del afiliado, pues nada tiene que ver con ese incumplimiento; de modo que en principio es la entidad de seguridad la que debe responderle al asegurado por las contingencias amparadas, dejando a salvo las acciones que ésta puede adelantar para recuperar los aportes dejados de percibir por el incumplimiento de los empleadores, y los eventuales perjuicios, y sanciones por parte de las autoridades administrativas, encargadas de ejercer la inspección, vigilancia y control”
(negrillas y sublineado para destacar) . 
En igual sentido, se manifestó el Alto Tribunal en otro pronunciamiento que, por su importancia para la correcta resolución de este asunto, es menester traer a cuento:

“Dentro de las obligaciones especiales que le asigna la ley a las administradoras de pensiones está el deber de cobro a los empleadores de aquellas cotizaciones que no han sido satisfechas oportunamente, porque a ellas les corresponde garantizar la efectividad de los derechos de los afiliados mediante acciones de cobro como lo dispone el artículo 24 de la Ley 100 de 1993.
Si bien la obligación de pago de la cotización está radicada en cabeza del empleador (art. 22 de la Ley 100 de 1993), antes de trasladar las consecuencias del incumplimiento de ese deber al afiliado o a sus beneficiarios, es menester examinar previamente, si las administradoras de pensiones han cumplido el que a ellas les concierne en cuanto a la diligencia para llevar a cabo las acciones de cobro. 
El afiliado con una vinculación laboral cumple con su deber de cotizar, desplegando la actividad económica por la que la contribución se causa. Esto genera un crédito a favor de la entidad administradora, e intereses moratorios si hay tardanza en el pago.
Las administradoras de pensiones y no el afiliado, tienen por ley la capacidad de promover acción judicial para el cobro de las cotizaciones, por lo tanto no se puede trasladar exclusivamente la responsabilidad de la mora en el pago de las cotizaciones a los empleadores, sino que previamente se debe acreditar que las administradoras hayan adelantado el proceso de gestión de cobro, y si no lo han hecho la consecuencia debe ser el que se les imponga el pago de la prestación. 
Se ha argüido que la atribución de las prestaciones en caso de mora en las cotizaciones a las administradoras de pensiones afecta el equilibrio financiero del sistema; pero es que éste no puede obtenerse disminuyendo la cobertura y en perjuicio del trabajador que sí cumplió con su deber ante la seguridad social como era causar la cotización con la prestación de sus servicios, sino mediante la acción eficaz de las administradoras de pensiones de gestionar el recaudo de los aportes, pues ese mecanismo no puede valer para proteger a las administradoras contra riesgos causados y no para la protección del afiliado”
(negrillas y sublineado para destacar).
Refulge con evidencia, que el trabajador, en ningún caso, es el llamado a soportar las consecuencias del incumplimiento de las obligaciones de los otros dos extremos (empleadores y fondos de pensiones) de la relación tripartita de la seguridad social, máxime cuando la ley se encarga de delimitar con suficiencia los deberes de estas partes, en cuanto a la afiliación y a la obtención efectiva de las cotizaciones.

Dicha delimitación resulta de vital importancia para desatar los asuntos en que la insuficiencia de semanas para el acceso a una de las prestaciones del sistema de seguridad social no es endilgable al trabajador, pues permite una solución eficaz y pronta, dependiendo de quien hubiere incumplido con sus obligaciones. Si la ausencia de afiliación es la causa de que no se alcance el tope mínimo para generar una prestación pensional a favor del afiliado, la responsabilidad del pago de la misma (siempre que se cumplan los presupuestos legales) es el empleador incumplido. Ahora, si el patrono sí afilió a su empleado al sistema, pero incurrió en mora en el pago de los aportes que correspondían y la entidad se mantuvo impávida ante esta situación, no echando mano de las “armas” que introdujo el legislador, será el respectivo fondo pensional, el llamado a cubrir la prestación que se genere.

Con este breve preludio, entra este Juez Colegiado a analizar el caso concreto.

El señor Colorado, quien cuenta con más de 60 años en la actualidad, durante su vida laboral siempre estuvo afiliado al ISS para cubrir riesgos de invalidez, vejez o muerte. Durante el tiempo que se extendió dicha afiliación, el actor cotizó un número mayor a las 500 semanas, según se observa en la historia laboral traída al proceso (fls. 72 y ss), por lo que al ser beneficiario de transición, como en efecto lo es, se encontraba cobijado por el artículo 12 del Acuerdo 049 de 1990, en su literal b), que autorizaba a pensionarse con esta densidad de cotizaciones, siempre que fueren pagadas dentro de los 20 años anteriores al cumplimiento de la edad mínima.

Sin embargo, existe un problema para validar algunas de esas semanas (así lo ha alegado el Seguro Social), pues las mismas fueron canceladas por fuera de ese interregno de los 20 años anteriores al cumplimiento de la edad del demandante (18 de junio de 1986 al 18 de junio de 2006).

En efecto, estima el ente de seguridad social y así lo avaló la Jueza a-quo, que los ciclos correspondientes a los meses de septiembre, octubre noviembre y diciembre de 2000,  enero y febrero de 2001 y abril a diciembre de 2003, no podían contabilizarse a efectos de llegar a la sumatoria de la densidad de semanas en los últimos 20 años, sencillamente porque las mismas apenas fueron canceladas, por el empleador moroso el 28 de septiembre de 2007, es decir, por fuera del período de los 20 anuarios.

Contrario a lo decidido en primer grado, esos pagos extemporáneos efectuados por el empleador moroso, sí deben tenerse en cuenta y computarse para efectos de conceder la pensión de vejez del actor, por la sencilla razón de que el ente de seguridad social omitió efectuar los trámites pertinentes para lograr su pago efectivo, es decir, actuó con incuria total frente a sus obligaciones legales de cobro, negligencia que en ningún caso, puede terminar afectando el derecho pensional del pretensor, que cumplió con la parte que le correspondía, como lo es el haber desplegado una labor personal, un servicio a favor de su empleador, que generaba de forma automática el derecho a que se pagara la cotización respectiva. Si dicha cotización no se pagó por el empleador, surgía de manera concomitante la obligación para el ISS de desplegar las labores tendientes a obtener el pago de ese valor, mas nada al respecto adelantó esa entidad, sino que fue el mismo actor el que requirió a su empleador para que pagara la cotización respectiva con los intereses moratorios a lo que éste accedió, como se observa en la declaración vertida por éste en el proceso (fls. 68 y ss).
Notorio –entonces- resulta el incumplimiento del Instituto de Seguros Sociales de su obligación de adelantar las acciones de cobro de los aportes y también revista esa notoriedad, el hecho de que las consecuencias negativas no pueden terminar afectando el derecho del actor.

Ante dicha conclusión, lo lógico es que la decisión de primer grado se revoque totalmente y en su lugar se declare que el demandante sí tiene derecho a que el ISS le reconozca y pague su pensión de vejez, por haber cumplido con lo establecido en el aparte b del artículo 12 del Acuerdo 049 de 1990, pues cuenta con un total de 510 semanas en los 20 años que antecedieron al cumplimiento de la edad mínima de 60 años. Claro está, que quedan a salvo las acciones pertinentes del ISS para lograr recuperar los saldos en mora, si es que los mismos existen, teniendo en cuenta el pago que efectuó el empleador. 
En cuanto a la fecha en la que habrá de reconocerse la pensión, debe decirse que no puede ser desde el 18 de junio de 2006, por cuanto para esa data, el demandante no cumplía con los requisitos totales para acceder a la pensión de vejez, además siguió cotizando al sistema pensional hasta el 30 de abril de 2008.
Así las cosas, partiendo de que después de dicha calenda no se efectuaron cotizaciones al sistema y que se efectuó –posteriormente- la respectiva reclamación –agosto 19 de 2008 fl. 13-, se tomará el 30 de abril de 2008 como la fecha de retiro y, por ende, como el momento desde el cual deberá reconocerse la pensión de vejez. Para su liquidación, el ISS deberá aplicar todas las previsiones transicionales contenidas en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y el Acuerdo 049 de 1990.

Respecto a los intereses moratorios de que trata el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, estima la Sala que deberán imponerse respetando los términos contenidos en el canon 33 de la Ley 100 de 1993 y la Ley 700 de 2001, que equivalen a un total de 6 meses. Así las cosas, como la reclamación data del 19 de agosto de 2008, dicho lapso se venció el 19 de febrero de 2009. Por ello, se condenará al ISS al pago de los intereses moratorios, desde el 19 de febrero de 2009 y hasta que se haga efectivo el pago de lo adeudado, a la tasa máxima vigente al momento del pago.
Respecto a las excepciones propuestas, se declararán no probadas por carecer de sustento, conforme a los precedentes ya expresados.

Las costas de ambas instancias, correrán por cuenta del ISS, de conformidad con lo enunciado en el ordinal 4º del artículo 392 del Estatuto Procesal Civil, aplicable en materia de seguridad social por autorizarlo el canon 145 del Estatuto Instrumental Laboral.            
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 
FALLA
REVOCAR TOTALMENTE la sentencia apelada y en su lugar:
PRIMERO: DECLARAR que el señor Gildardo Colorado, tiene derecho a que se le reconozca y pague su pensión de vejez, de conformidad con el literal b) del artículo 12 del Acuerdo 049 de 1990, en concordancia con el artículo 36 de la Ley 100 de 1993.
SEGUNDO: Como consecuencia de la anterior declaración, se CONDENA al Instituto de Seguros Sociales a reconocer y pagar al demandante su pensión de vejez, a partir del 30 de abril de 2008, liquidándola de conformidad con el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y las normas aplicables del Acuerdo 049 de 1990.
TERCERO: CONDENAR al Instituto de Seguros Sociales, al reconocimiento y pago de los intereses moratorios establecidos en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, desde el 19 de febrero de 2009 y hasta cuando se pague lo adeudado, tomando la tasa más alta vigente al momento del pago.

CUARTO: DECLARAR NO PROBADAS las excepciones propuestas por la parte demandada.

QUINTO: CONDENAR al Instituto de Seguros Sociales al reconocimiento y pago de las costas procesales de ambas instancias. 
No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se da por terminada y en constancia se firma el acta por quienes en ella intervinieron.

Notificada en estrados. 

Los Magistrados,
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES 
ANA LUCIA CAICEDO CALDERON 


HERNAN MEJIA URIBE









IMPEDIDO
  CONSUELO PIEDRAHITA ALZATE
Secretaria
TEMA: Obligaciones de los empleadores y las entidades administradoras, en materia pensional. A los empleadores, además de descontar y pagar las cotizaciones respectivas al Fondo de Pensiones, le corresponde el deber de afiliar a sus trabajadores al sistema de seguridad social. Por su parte a las entidades que administran el sistema pensional, aparte de recaudar las cotizaciones y reconocer las prestaciones respectivas, les corresponde el deber de adelantar las gestiones tendientes para lograr el pago efectivo de las cotizaciones.


Consecuencias del incumplimiento de las obligaciones para los empleados y los entes administradores. Si el empleador no afilia a su trabajador al sistema pensional, le corresponderá el reconocimiento y pago de las prestaciones que se generen. Por su parte, si el ente administrador de pensiones, es el que no cumple con su obligación de lograr el recaudo efectivo de las cotizaciones, deberá reconocer las prestaciones que se generen contabilizando los períodos en mora. 








� Sentencia del 26 de agosto de 2008. Rad. 31.603. M.P. Dr, CAMILO TARQUINO GALLEGO.


� Sentencia del 22 de julio de 2008. Rad. 34.270. M.P. Dr. EDUARDO LÓPEZ VILLEGAS.
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